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RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS IMPUGNABLES ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EL PLAZO PARA OTORGAR LA SUSPENSIÓN 
CONFORME AL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN III, INCISO C), DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, ES EQUIVALENTE AL PREVISTO EN LA 
LEY DE AMPARO, PARA EFECTOS DE LA OBSERVANCIA DEL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). La fracción IV del artículo 107 de 
la Constitución Federal señala que en materia administrativa no será necesario agotar los medios de 
defensa ordinarios, siempre que conforme a las leyes que los prevean, se puedan suspender los 
efectos de los actos reclamados con los mismos alcances de la ley reglamentaria, "... y sin exigir 
mayores requisitos que los que la misma consigna para conceder la suspensión definitiva, ni plazo 
mayor que el que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional". En consonancia con 
lo anterior, la fracción XX del artículo 61 de la Ley de Amparo dispone que el juicio de amparo es 
improcedente cuando proceda algún juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud del cual los 
actos reclamados puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las 
leyes respectivas se suspendan los efectos de dichos actos con los mismos alcances y requisitos 
que los que la misma ley consigna para conceder la suspensión definitiva, "... ni plazo mayor que el 
que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional ...". Ahora bien, de las normas 
anteriores se deduce que los conceptos jurídicos que utiliza tanto la Constitución como la Ley de 
Amparo para el otorgamiento de la suspensión, consistentes en: 1) los alcances; 2) los requisitos; y, 
3) los plazos; son tres aspectos diferenciados que deben tomarse en cuenta para determinar si se 
debe o no relevar al quejoso de agotar el principio de definitividad, sin que deba confundirse la forma 
de apreciar la exigibilidad de cada uno de ellos, pues mientras que los requisitos para otorgar dicha 
medida cautelar constituyen una carga procesal que debe satisfacer el demandante, los otros dos 
factores, es decir, los alcances y los plazos, no tienen tal característica, toda vez que se trata de 
condiciones que deben observar las autoridades encargadas de concederla o negarla, y por tanto, 
son ajenos a la voluntad de los particulares. Por su parte, el artículo 28, fracción III, inciso c), de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo dispone que "El Magistrado Instructor 
deberá conceder o negar la suspensión provisional de la ejecución, a más tardar dentro del día hábil 
siguiente a la presentación de la solicitud."; lo cual significa que el tiempo que tome al Magistrado 
Instructor para proveer sobre la suspensión, no es un requisito para otorgar esta medida cautelar, 
en tanto que ni siquiera es una fatiga procesal que deba cumplir el demandante, sino más bien, una 
obligación impuesta al tribunal para brindar eficaz y oportunamente sus servicios. 
Consecuentemente, si a partir de la presentación de la demanda de nulidad, hay la posibilidad de 
que de inmediato se ordene la paralización de los actos enjuiciados, no hay motivo para afirmar que 
la legislación rectora de la jurisdicción contenciosa administrativa federal prevea mayores plazos que 
los de la Ley de Amparo para dictar el mandato suspensivo, toda vez que si bien de acuerdo con el 
artículo 112 de este ordenamiento, el Juez de Distrito debe proveer sobre la admisión de la demanda 
dentro del plazo de veinticuatro horas, la única diferencia entre uno y otro ordenamiento es que, para 
el amparo, el plazo para proveer sobre la suspensión se expresó en horas (24) y en la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, se determinó en días (al día hábil siguiente); pero en 
ambos casos con un sentido temporal prácticamente equivalente, porque conforme los dos 
ordenamientos lo que se procuró fue que entre la presentación de la demanda y el acuerdo que la 
admita, y en su caso provea sobre la suspensión, solamente transcurra un día como límite, y si bien 
conforme a este examen comparativo, en algunos casos, el Magistrado Instructor podría demorar su 
dictado con unas horas más de diferencia, debe tenerse en cuenta que el propósito del mandato 
constitucional es que se actúe con una celeridad semejante a la que exige la Ley de Amparo, mas 
no que el texto de ésta se repita en todos los demás ordenamientos, pues aun dentro del juicio 
constitucional se producen situaciones que demoran excepcionalmente la respuesta de la petición 
de suspender el acto reclamado. 
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Contradicción de tesis 177/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en 
Materia Administrativa del Segundo Circuito, Primero de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena 
Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas y Tercero en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito. 8 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia 
Mendoza Polanco. 

Tesis y criterio contendientes: 

Tesis VI.3o.A.36 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL. NO DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE TRATÁNDOSE DE AMPAROS PROMOVIDOS 
CON FUNDAMENTO EN LA LEY DE LA MATERIA, VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013, 
AL PREVER EL ORDENAMIENTO QUE LO RIGE UN PLAZO MAYOR QUE ÉSTA PARA EL 
OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL.", aprobada por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 21 de marzo de 2014 a las 11:03 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 4, Tomo II, marzo de 2014, página 1816, y el sustentado por 
el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver la queja 
61/2014. 

Tesis de jurisprudencia 19/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dieciocho de febrero de dos mil quince. 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de abril de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de abril de 2015, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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